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Tegucigalpa, MD.C., 4 de Abril de 2018 

Distinguido Doctor 

Pablo Saavedra Alessandri 

Secretario 

Corte Interamericana de Derechos Humanos 

San José Costa Rica 

Señor Secretario Saavedra A/essandri: 

Oficio SPA-11-2018 

Ref. CDH -10-201 - 020

Tengo el honor de dirigirme a Vuestra excelencia, en mi condición de Sub 
Procurador General de la República, Agente y representante del Estado de Honduras, ante 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Caso Carlos Alfonso Escaleras y 
otros v,� Honduras, para dar respuesta a su comunicación de fecha 6 de Marzo 2018 
mediante la cual, se le dio traslado al Estado de Honduras del escrito de Solicitudes, 
Argumentos y Pruebas, incoado por el Equipo de Reflexión, Investigación y Comunicación 
de la Compañía de Jesús (ERIC) y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional 
(CEJIL) como representantes de las víctimas, así como el sometimiento del caso por la 
Comisión IDH Lo anterior con el fin de dar respuesta al escrito de sometimiento de la 
Comisión y el escrito de los representantes; así mismo, se tiene a bien remitir para 
conocimiento y consideración de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 
Acuerdo de Solución Amistosa suscrito el día 4 de Abril del corriente año entre el Estado 
de Honduras y los representantes de las víctimas, siendo estos el Equipo de Reflexión, 
Investigación y Comunicación de la Compañía de Jesús (ERIC) y el Centro por la Justicia 
y el Derecho Internacional (CEJIL), y una de las víctimas, para su respectiva 
homologación y de esta manera poder dar fin a este proceso conforme lo establece el 
Reglamento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Agradeciéndole su diligencia a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Valga me de esta oportu · ad para asegur de mi más 
alta y distinguida considera 
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del Estado o pertenecientes a la estructura estatal hayan tenido participación 

alguna valiéndose de dicha condición sin la cual no se hubiera podido cometer 

el hecho, debiéndose tener en cuenta además que las supuestos personas 

agentes del Estado (diputados) con los cuales se quiere suponer vinculación 

por razones de índole política partidaria con la víctima no se trataría en lo 

absoluto de un medio necesario para poder llevar a cabo la muerte del señor 

Escaleras Mejía. 

En consecuencia, el Estado considera que no puede ser responsable de 

incumplir su deber de respetar la vida del señor Escaleras Mejía, tampoco 

puede ser responsable de faltar a su deber de prevenir la muerte del señor 

Escaleras Mejía, pues no existió conocimiento alguno de la situación de 

amenazas que podía sufrir éste, no concurriendo una violación al artículo 4.1 en 

relación al 1, 1 de la Convención. 

2 Derecho a las garantías judiciales y la protección judicial (artículo 8.1 

y 25 de la Convención Americana) 

El artículo 8.1 de la Convención Americana establece: 

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 

dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 

independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en 

la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, 

o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden

civil, laboral, fiscal o de cualquier otra índole.

Por su parte, el artículo 25.1 de la Convención establece: 

Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a 

cualquier otro recurso efectivo ante jueces o tribunales 
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referida al Presidente de la Corte Suprema Justicia, evidentemente si constituye 

un atentado a la independencia judicial y por ende a la imparcialidad de un juez. 

Los representantes objetan que en la investigación el caso haya sido 

conocido por diversos fiscales y hasta por uno nombrado especialmente para 

conocer del mismo, si bien es cierto un caso en el cual participan distintos 

fiscales puede provocar retrasos en el avance investigativo del mismo, en el 

presente caso debe verse como un indicativo que siempre se ha tenido el 

interés en el mismo, por ello hasta haberse nombrado un fiscal especial1 7. De 

igual manera se han continuando realizando diligencias investigativas y la 

integración de equipos técnicos1a para continuar con las investigaciones que 

puedan llegar a la especificación de elementos probatorios conducentes a la 

determinación de otros posibles partícipes en la muerte del señor Escaleras 

Mejía. 

En consecuencia, el Estado de Honduras rechaza la vulneración de los 

derechos contemplados en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana. 

3. Derecho a la libertad de asociación y derechos políticos (artículos 16

y 23 de la Convención Americana)

Referente al derecho a la libertad de asociación, el artículo 16 de la 

Convención establece que: "Todas las personas tiene derecho a asociarse 

1 1 Constan los actuaciones del fiscal nombrado. tal como lo reconoce lo Comisión

en el Informe de Fondo 43/14. referente o lo investigación páginas 21 y 22. Así como 

diversos diligencias de investigación que son descritos en el ocápite referido o lo 

mismo del Informe en mención. 

is Véase Informe de fecho 18 de septiembre de 2017, remitido al Secretario Ejecutivo

de la Comisión Interamericano de Derechos Humanos. ANEXO 2. 
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internos22, sino evaluar las acciones u omisiones de agentes estatales, según la 

prueba presentada por las partes. 

En lo referente a los derechos políticos, La Convención garantiza en el 

artículo 23.1.b el derecho "de votar y ser elegidos en elecciones periódicas 

auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que 

garantice la libre expresión de la voluntad de los electores". 

El Estado en ningún momento interfirió u obstaculizo de manera alguna el 

libre ejercicio de los derechos políticos del señor Escaleras Mejía, efectivamente, 

como señala la Comisión y los representantes éste al momento de su muerte era 

candidato a alcalde del municipio de Tocoa en el departamento de Colón por el 

partido al cual pertenecía, no existió ninguna limitación a su inscripción en el 

organismo electoral correspondiente, ni tampoco a su participación política activa 

para el referido cargo electoral; la muerte del señor Escaleras Mejía no implico 

una violación a sus derechos políticos. 

Tal como ha reconocido la Corte, de la violación al derecho a la vida no se 

desprende una violación a otros derechos convencionales23, en el presente caso 

no se puede afirmar fehacientemente la existencia de los supuestos motivos 

de índole política que hubiesen sido la razón fundamental e indispensables para 

haber dado muerte al señor Escaleras Mejía, o la existencia de una relación 

entre la muerte y la responsabilidad estatal. 

En consecuencia, el Estado considera que no puede ser considerado 

responsable de violación alguna al artículo 23.1.b). 

22 Coso Kowos Fernández y otros Vs. Honduras, Sentencio 3 de abril de 2009, párrafo

79; Coso Pocheco León y otros Vs. Honduras, Sentencio 15 de Noviembre de 2017, 

párrafo 148. 

23 Coso Pocheco León Vs. Honduras, Sentencio 15 de noviembre de 2017, párrafo

146. 
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De igual manera, el Estado solicita que en el presente caso no se considere la 

pretensión de los representantes de una supuesta violación al derecho de 

expresión establecido en el artículo 13 de la Convención, quienes 

erróneamente consideran se lesiona el referido derecho, pues con su muerte se 

evitó que denunciara hechos en defensa del ambiente. Al respecto, es 

consecuente lo sostenido por la Comisión al afirmar lo siguiente: "La Comisión 

observa que los peticionarios alegaron la violación del derecho a la libertad de 

expresión de Carlos Escaleras Mejía en tanto su muerte impidió que continuara 

difundiendo las denuncias ambientales desde su organización y de un eventual 

cargo de alcalde. La CIDH considera que tales argumentos se encuentran 

subsumidos en el análisis de la Comisión en las secciones 

correspondientes al derecho a la libertad de asociación y a los derechos 

políticos24".

4.- Derecho a la integridad personal: (artículo 5.1 de la Convención 

Americana) 

En lo referente al derecho a la Integridad Personal, la Convención garantiza que: 

"Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y 

moral". 

Por su parte, el artículo en referencia, establece la protección de la integridad 

de las personas en tres niveles: integridad física, referida a la conservación de 

todas las partes del cuerpo; integridad psíquica, que significa la conservación de 

todas las habilidades motrices, emocionales e intelectuales de la persona; y, la 

24 Informe de Fondo No. 43/14, Carlos Escaleras Mejía y Familia, página 43, la negrita 

no es del original. 







***** 24 

P�a � de ea '7:?� 

cfton.du.� 
consideración tal como lo ha reconocido la Corte IDH, que la obligación de 

investigar es una obligación de medio o comportamiento y no de resultado, no 

puede considerarse al Estado como responsable de lesionar el derecho a la 

integridad personal de los familiares, como lo pretende la Comisión y los 

representantes, pues si bien han existido dificultades en la investigación (perse), 

no se puede aceptar las supuestas violaciones a sus familiares, debido a que no 

existe prueba alguna de que hayan surgido amenazas o que estas fueran 

denunciadas por los familiares de la víctima. 

En consecuencia, al Estado de Honduras no se le puede calificar responsable de 

violación al artículo 5.1 de la Convención. 

IV. DE LAS REPARACIONES SOLICITADAS.

Tal como se refirió supra, el Estado de Honduras al momento de celebrar el 

Acuerdo Amistoso el 26 de agosto de 2015, reconoció el derecho de los 

familiares del señor Escaleras Mejía, de recibir una indemnización económica en 

compensación por el hecho acaecido en el cual perdió la vida. Reconociéndose 

por concepto de daño moral, la cantidad de CIENTO CINCUENTA MIL 

DOLARES ($150.000.00), 

1. Prueba Documental.

2. Prueba testifical.

3. Prueba Pericial.

ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 

Recientemente, en fecha 4 de Mayo del presente año, en la Ciudad de Tegucigalpa Honduras, se susc ribió entre el 

Eslado de Honduras, el señor DOUGLAS ESCALERAS, el Centro por la Justicia y el 

Derecho Internacional (CEJIL), debidamente representado por la Directora del 






	20180504_estado
	OFICIO SPA-11-2018 ESCALERAS MEJIA



